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l Juzgado de Niñez, Adoles-
cencia, Violencia Familiar y 
de Género de 3ª Nominación 

de la ciudad de Córdoba resolvió 
suspender el trámite de la de-
manda de violencia de género en 
el ámbito laboral por aplicación 
del principio de prejudicialidad 
penal, al considerar que la cues-
tión de fondo dependía del escla-
recimiento de los mismos hechos 
investigados en sede penal, pero 
dispuso mantener plenamente 
vigentes las medidas preventivas 
de protección de la denunciante, 
preservando la división horaria 
entre las partes e imponiendo a la 
empleadora la prohibición de al-
terar en perjuicio de la trabajado-
ra su salario, categoría, horario o 
duración de la jornada laboral. 

La magistrada Laila Córdoba 
sostuvo que esa solución permi-
tía evitar el riesgo de pronuncia-
mientos contradictorios entre 
distintos fueros sin sacrificar la 
tutela inmediata e integral que 
corresponde garantizar a la vícti-
ma mientras se desarrolla el pro-
ceso penal. 

El caso se originó a partir de la 
denuncia formulada por una tra-
bajadora del sector de maestranza 
de una entidad sindical y de obra 
social contra su superior jerárqui-
co, quien además integraba el di-
rectorio de la institución. La de-
nunciante afirmó haber sufrido 
actos de violencia física y psicoló-
gica en el ámbito laboral, consis-
tentes en tocamientos no consen-
tidos acompañados de amenazas 
destinadas a impedir que denun-
ciara los hechos. Según la presen-
tación, el denunciado le manifes-
tó que deseaba mantener relacio-
nes con ella, ofreciéndole benefi-
cios laborales y advirtiéndole que 
podía modificar su situación den-
tro de la organización si accedía a 
sus pretensiones, mientras la 
amenazaba con perder su empleo 
en caso de denunciar lo ocurrido. 

Frente a la gravedad de la situa-
ción expuesta y a la verosimilitud 
del riesgo alegado, el juzgado 
adoptó inicialmente medidas ur-
gentes de resguardo dirigidas a 
evitar nuevos episodios de vio-
lencia y preservar las condiciones 
laborales de la denunciante. Pos-
teriormente, una vez superada 
esa etapa de urgencia, la trabaja-
dora promovió la demanda pre-
vista por los artículos 11 y 12 de la 
ley 10401 y el artículo 99 de la ley 
10305, solicitando la declaración 
judicial de existencia de violencia 
de género en el ámbito laboral. 

Figuras 
En forma paralela, los mismos 
hechos comenzaron a investigar-
se en el fuero Penal bajo las figu-
ras de abuso sexual y coacción ca-
lificada, proceso que incluso al-
canzó la etapa de requerimiento 
de citación a juicio. A partir de esa 
circunstancia, el denunciado 
planteó la excepción de prejudi-
cialidad penal y solicitó la sus-
pensión del trámite de la acción 
de violencia de género hasta tan-
to existiera un pronunciamiento 
definitivo en sede criminal. 

Al analizar la cuestión, la ma-
gistrada destacó que el hecho so-
metido a consideración en ambos 
procesos era sustancialmente el 
mismo. Recordó que la denuncia 
refería al episodio en el que el de-
nunciado habría tocado una nal-
ga de la trabajadora cuando ésta 
buscaba elementos de limpieza 
en un armario ubicado en un 
quincho de la obra social, acom-
pañando ese accionar con expre-
siones de contenido sexual y 
amenazas vinculadas a la conti-
nuidad de su empleo. Por ello en-
tendió que la determinación 
acerca de la existencia o inexis-
tencia de violencia de género en 
el ámbito laboral estaba íntima-
mente vinculada con los hechos 
cuya responsabilidad penal debía 
establecerse. 

La jueza explicó que ambos 
procesos tramitaban ante orga-

nismos distintos y perseguían fi-
nalidades diferentes, pero com-
partían una misma plataforma 
fáctica. Mientras el proceso de 
violencia de género había permi-
tido adoptar rápidamente medi-
das preventivas para proteger a la 
denunciante, el proceso penal 
debía determinar si la conducta 
atribuida al denunciado configu-
raba los delitos previstos en los 
artículos 119, primer párrafo, y 
149 bis, segundo párrafo, del CP. 
En esas condiciones, consideró 
que correspondía aplicar el prin-
cipio de prejudicialidad penal pa-
ra evitar el escándalo jurídico de-
rivado de eventuales sentencias 
contradictorias sobre los mismos 
hechos. 

 
Leyes y medidas 
La resolución destacó que duran-
te toda la etapa previa la protec-
ción inmediata de la trabajadora 
había sido asegurada mediante la 
aplicación de las leyes 10401 y 
26485, así como la convenciones 
de Belém do Pará y sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer 
(Cedaw, por sus siglas en inglés), 
a través de medidas cautelares 
suficientes para neutralizar el 
riesgo denunciado. En conse-
cuencia, la suspensión del proce-
so de conocimiento no implicaba 
la pérdida ni la caducidad de esas 
medidas de protección, ya que la 

finalidad preventiva debía man-
tenerse mientras persistieran las 
circunstancias que justificaron 
su adopción. 

En ese contexto, la jueza en-
tendió que tampoco resultaba 
aplicable la limitación a la sus-
pensión del proceso establecida 
en el precedente "Ataka" de la 
Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (CSJN), porque el trans-
curso del proceso penal no oca-
sionaba una desprotección de la 
denunciante. Señaló que la tra-
bajadora continuaba desempe-
ñando sus funciones, que no 
coincidía físicamente con el de-
nunciado gracias a la división 
horaria impuesta y que las medi-
das tuitivas seguían garantizan-
do de manera efectiva su integri-
dad y sus derechos laborales. 

Por esos fundamentos, el juzgado 
suspendió la resolución de la de-
manda de violencia de género hasta 
que exista definición en la causa pe-
nal, pero ordenó mantener vigentes 
todas las medidas preventivas 
adoptadas, disponiendo que la 
Obra Social de la Actividad de Segu-
ros, Reaseguros, Capitalización y 
Ahorro y Préstamo para la Vivienda 
(Osseg) continúe implementando 
la división horaria entre la denun-
ciante y el denunciado. Además, 
impuso a la empleadora una obli-
gación de no hacer, prohibiéndole 
adoptar cualquier decisión que 
perjudique el salario, la categoría, el 
horario o la duración de la jornada 
laboral de la trabajadora, aseguran-
do así que la suspensión del proce-
so principal no afecte la protección 
integral reconocida a la víctima. 

Suspensión de caso de violencia no detiene  
las medidas preventivas de protección a la mujer 

La Cámara Nacional de Apelacio-
nes en lo Comercial confirmó la 
sentencia que condenó a la pre-
paga médica Omint a devolver a 
una afiliada las sumas cobradas 
en exceso como consecuencia de 
aumentos aplicados al cumplir 60 
años; le ordenó mantener el cese 
de los incrementos fundados en 
la edad mientras no se adecuen a 
la normativa vigente, y concluyó 
que la empresa no acreditó que 
esos aumentos hubieran sido 
previstos al momento de la con-
tratación ni que el contrato hu-
biera sido adaptado a las exigen-
cias impuestas por la ley 26682 y 
su reglamentación.  

El tribunal entendió que la de-
mandada tampoco demostró ha-
ber notificado de manera feha-
ciente las modificaciones con-
tractuales ni obtenido la acepta-
ción de la afiliada, por lo que los 
incrementos por franja etaria ca-
recían de sustento jurídico. 

La controversia tuvo origen en 
la demanda promovida por una 
mujer afiliada a la empresa de 
medicina prepaga desde 1992, 

quien cuestionó los aumentos 
aplicados sobre el valor de su 
cuota cuando alcanzó los 60 años 
de edad. La afiliada sostuvo que 
esos incrementos eran ilegítimos 
porque no respondían a las con-
diciones originalmente pactadas 
y resultaban incompatibles con el 
régimen legal que regula la activi-
dad de las empresas de medicina 
prepaga. 

En primera instancia se hizo lu-
gar parcialmente a la acción. El 
fallo ordenó a la demandada res-
tituir las sumas abonadas en ex-
ceso, con más los intereses co-
rrespondientes, y además dispu-
so que la empresa se abstuviera 
de aplicar aumentos fundados 
exclusivamente en la edad de la 
afiliada mientras no adecuara su 
conducta a las exigencias previs-
tas por la legislación vigente. 

Disconforme con esa decisión, 
Omint interpuso recurso de ape-
lación. La empresa sostuvo que la 
sentencia carecía de fundamen-
tos suficientes y defendió la vali-
dez de la cláusula contractual que 
autorizaba los incrementos de 

cuota en función de la edad de los 
afiliados. Alegó que desarrollaba 
una actividad sometida a una re-
gulación específica, que las con-
diciones contractuales habían si-
do aprobadas por la autoridad 
competente y que los aumentos 
habían sido comunicados opor-
tunamente a la usuaria. 

 
Análisis 
La causa fue analizada por las 
camaristas María Guadalupe 
Vásquez y Matilde Ballerini, 
quienes comenzaron por recor-
dar que la actividad de las em-
presas de medicina prepaga 
cumple una trascendental fun-
ción social vinculada con la pro-
tección de los derechos a la sa-
lud y a la vida, circunstancia que 
determina su sometimiento a 
normas de orden público y exige 
una interpretación especial-
mente rigurosa respecto del 
cumplimiento de las obligacio-
nes legales y contractuales. 

Las magistradas señalaron que 
la legislación específica admite 
determinadas diferenciaciones 

tarifarias vinculadas con la edad 
de los afiliados, pero aclararon 
que esas diferencias sólo resultan 
válidas cuando se encuentran ex-
presamente previstas en los con-
tratos y respetan los parámetros 
establecidos por la normativa vi-
gente. En ese sentido, destacaron 
que la sanción de la ley 26682 y su 
reglamentación impusieron la 
obligación de adecuar los contra-
tos preexistentes al nuevo régi-
men legal. 

A partir de ese marco normati-
vo, el fallo examinó la prueba pro-
ducida en el expediente para veri-
ficar si la demandada había cum-
plido con tales exigencias. La 
conclusión fue negativa.  

La alzada sostuvo que la em-
presa no acompañó el contrato 
original suscripto por la afiliada, 
documento indispensable para 
demostrar que la posibilidad de 
aplicar aumentos por edad hu-
biera formado parte de las condi-
ciones inicialmente aceptadas 
por la usuaria. 

Asimismo, las juezas advirtie-
ron que tampoco se acreditó 
que el contrato hubiera sido 
posteriormente adecuado al ré-
gimen instaurado por la ley 
26682, ni que las modificaciones 
hubieran sido comunicadas de 
manera fehaciente a la afiliada. 

En consecuencia, tampoco exis-
tía prueba de que la actora hu-
biera prestado conformidad con 
esas nuevas condiciones con-
tractuales. 

La decisión puso especial énfa-
sis en que la única documenta-
ción presentada por la demanda-
da consistió en un "Reglamento 
de Socios" correspondiente al 
año 2004, es decir, un documento 
posterior a la afiliación de la acto-
ra y anterior a la entrada en vigen-
cia de la ley de medicina prepaga. 
Además, destacó que ese regla-
mento no se encontraba firmado 
por la afiliada ni existía constan-
cia de que hubiera sido puesto en 
su conocimiento en forma clara, 
precisa y detallada, por lo que no 
podía considerarse suficiente pa-
ra acreditar la existencia de una 
cláusula válidamente incorpora-
da al vínculo contractual. 

Sobre esa base, las juezas con-
cluyeron que la demandada no 
logró demostrar ninguno de los 
extremos necesarios para justifi-
car los aumentos cuestionados, 
esto es, ni la previsión contrac-
tual originaria de los incremen-
tos por edad ni la posterior ade-
cuación del contrato al nuevo ré-
gimen legal ni la debida informa-
ción y aceptación por parte de la 
usuaria. 

La aplicación de la  
prejudicialidad penal  
se consideró necesaria 
para evitar decisiones 
contradictorias sobre  
los mismos hechos

Ordenan a una prepaga devolver aumentos  
por edad ante falta de respaldo contractual
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